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1ro de marzo de 2021 
 
 
Hon. Ángel Fourquet Cordero 
Presidente 
Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano 
Cámara de Representantes 
Capitolio  
San Juan, Puerto Rico 

vía correo-e 
Re: Ponencia – PC488 
 
Honorable representante Fourquet Cordero, 
 
Reciba un saludo cordial. Por la presente le hacemos llegar nuestra posición en torno al 
Proyecto de la Cámara 488 para establecer la Ley contra Desalojos ante Desastres, el 
cual se presentará en vistas públicas este próximo 3 de marzo de 2021.  
 
Agradecemos su apoyo a esta medida.  
 
Cordialmente, 
 
 
f/ Lcda. Ariadna Godreau Aubert      
Directora Ejecutiva       
 
f/ Lcda. Verónica Rivera Torres     
Abogada comunitaria 
 
f/Lcda. Verónica González Rodríguez 
Abogada comunitaria 
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PONENCIA DE AYUDA LEGAL PUERTO RICO 
Proyecto de la Cámara 488 

  
El Proyecto de la Cámara 488 es el primer proyecto por petición que 

presentamos como organización. Surge de la experiencia de trabajo de 6 años en temas 

de vivienda y 3 años liderando la respuesta legal y de abogacía en temas de desastres 

y recuperación justa. Ayuda Legal Puerto Rico es una organización sin fines de lucro que 

ofrece educación y apoyo legal gratuito a personas y comunidades de escasos 

recursos. Somos una organización que no solicita o recibe dinero del gobierno local o 

federal. Nuestro trabajo se enfoca en el acompañamiento legal en temas de alquileres, 

hipotecas y recuperación justa.  

A lo largo de los últimos tres años, hemos liderado esfuerzos de respuesta legal 

y abogacía tras huracanes, terremotos y la pandemia. La pérdida de viviendas es una 

de las realidades más crudas que experimenta una familia. En algunos casos, las casas 

se pierden porque se inundan, porque el techo se va o porque nunca llega la asistencia 

de reparación. En otros o a veces en los mismos, las casas se pierden porque las madres 

y los padres pierden el empleo, tienen que incurrir en gastos extraordinarios como 

alimentos y medicinas y no encuentran cómo pagar su techo sea éste alquilado o 

hipotecado. Así ocurre cuando a veinte días del huracán María una docena de adultos 

mayores fue amenazada con ser desahuciada de un edificio en Caguas, cuando a solo 

días de los peores sismos que afectaron al sur se presentaron demandas de ejecuciones 

de hipotecas contra familias en Yauco, Juana Díaz y Guayama y cuando ahora mismo 

se están presentando desahucios contra personas residentes de vivienda pública por 

deudas de $48 y $190. 

Contrario a lo que sostienen algunos sectores, ninguna persona pierde la casa 

porque quiere. La gente deja de pagar su renta o hipoteca luego de dejar de comer. 

Quien no puede pagar hoy porque se ha quedado sin empleo o ha visto sus ingresos 

disminuidos, tampoco lo podrá hacer el próximo mes. Esto es más cierto aun cuando el 

43% de quienes tienen hipotecas y el 45% de quienes alquilan invierten más de una 
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tercera parte de su ingreso en la casa y no cuentan con reservas para mitigar el impacto 

económico del desastre.   

El Gobierno de Puerto Rico, incluyendo su Legislatura, y el gobierno federal 

aprobaron medidas que atendieron el derecho a la vivienda tras el paso del huracán 

María.1 A raíz del COVID-19, el gobierno federal y distintas jurisdicciones han decidido 

proteger la vivienda contra desahucios y ejecuciones porque se ha decidido que sin 

techos seguros no hay salud pública. Con la aprobación del PC 488, Puerto Rico tiene 

una nueva oportunidad de utilizar su experiencia reciente para tomar un paso de 

avanzada y defender la vivienda como una prioridad. 

 

El estado de los alquileres post desastres 

En Estados Unidos se estima que entre 30 a 40 millones de inquilinos están en 

riesgo de desahucio por falta de pago a raíz del impacto económico del COVID-19.2   

Aunque en Puerto Rico no existen datos comparables, la información que arrojan los 

censos de los últimos años nos revela a una población asediada por la pobreza e 

incapaz de tolerar el embate económico de un desastre.  

Se estima que una tercera parte de las unidades de vivienda en Puerto Rico son 

de alquiler. Entre quienes alquilan, el 58% de las familias generan menos de $14,999 al 

año.3 La mediana de renta es $478 mensuales. Para el 45.1% de esta población más 

del 35% del ingreso se va en el canon mensual.4 Respecto a grupos específicos, el 20% 

 
1 Véase, por ejemplo, HUD, Mortgage Letter 2018-02, 1ro de marzo de 2018 (Sobre moratoria a hipotecas 
federalmente garantizadas en las áreas impactadas por el huracán María); Ley de Moratoria y de 
Modificaciones de Hipotecas a causa del huracán María, Ley Núm. 235 de 25 de octubre de 2018.  
2 Emily Benfer y otros, The Covid-19 Eviction Crisis: An Estimated 30-40 Million People in America Are at 
Risk, 7 de agosto de 2020, https://nlihc.org/sites/default/files/The_Eviction_Crisis_080720.pdf 
3 US Census Bureau, 2019: ACS 5-Year Estimates Subject Tables, Table S2503 Financial Characteristics, 
disponible en 
https://data.census.gov/cedsci/table?q=puerto%20rico%20housing&tid=ACSST5Y2019.S2503&hidePr
eview=false 
4 US Census Bureau, 2019: ACS 5-Year Estimates Data Profiles, Tablae DP04 Selected Housing 
Characteristics, disponible en 
https://data.census.gov/cedsci/table?q=puerto%20rico%20housing&tid=ACSDP5Y2019.DP04&hidePre
view=false 
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de las personas inquilinas tiene más de 65 años.5 Las mujeres jefas de familia lideran el 

32% de los hogares.6 

Ninguna de las órdenes ejecutivas o leyes aprobadas después de Irma, María, los 

terremotos que afectaron de forma particular al sur o a partir del COVID-19 

mencionaron a las personas que alquilan en Puerto Rico. Mientras que se desarrollaron 

protecciones para personas con hipotecas tanto a nivel local como federal, la seguridad 

en la vivienda de inquilinos fue mucho más precaria. En el caso de residentes de vivienda 

pública, a través de comunicados de prensa se estableció una moratoria de desalojos 

en la Administración de Vivienda Pública que suponía extenderse hasta el 31 de 

diciembre y posteriormente hasta el 31 de marzo. La falta de cartas circulares, órdenes 

ejecutivas o legislación al respecto han hecho de esta normativa una sujeta a las 

interpretaciones de agentes administradores que continúan promoviendo procesos 

judiciales a todas luces improcedentes. Para las personas con rentas privadas, según el 

nivel de acceso que tengan a tecnología o representación legal, algunas lograron 

enterarse de la moratoria de desahucios por falta de pago federal que se aprobó el 4 

de septiembre del 2020 y que se mantiene en vigor hasta el 31 de marzo.7 También es 

poco el conocimiento acerca de la prohibición de la ley CARES a los desahucios por 

falta de pago en ciertos proyectos multifamiliares y aquellas propiedades que tuvieran 

una hipoteca garantizada por el gobierno federal.8  La falta de política pública clara que 

promueva este tipo de moratorias y acciones protectoras abona a esta situación. 

 
5 US Census Bureau, 2019: ACS 5-Year Estimates Subject Tables, Table S2502 Demographic 
Characteristics for Occupied Housing Units, disponible en 
https://data.census.gov/cedsci/table?q=puerto%20rico%20housing&tid=ACSST5Y2019.S2502&hidePr
eview=false 
6 US Census Bureau, 2019: ACS 5-Year Estimates Subject Tables, Table S2501 Occupancy 
Characteristics, disponible en  
https://data.census.gov/cedsci/table?q=puerto%20rico%20housing&tid=ACSST5Y2019.S2501&hidePr
eview=false 
7 CDC, Temporary Halt in Residential Evictions to Prevent the Further Spread of COVID-19, 85 FR 55292 
(4 septiembre 2020) y CDC, Temporary Halt in Residential Evictions to Prevent the Further Spread of 
COVID-19, 86 FR 8020 (31 enero 2021). 
8 Coronavirus Aid, Relief, and Economic Security (CARES) Act, Public Law 116-136, Sec. 4023, (d)(1). 
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Por otro lado, y en relación al reclamo de arrendadores preocupados por la falta 

de ingreso que podría resultar de este tipo de medida, cabe señalar que no se trata de 

una condonación de deuda. En todo caso, propone que se asuman medidas tales como 

planes de pago y otras negociaciones para proteger tanto el derecho a la vivienda 

como al de recibir un ingreso. El proyecto deja claro que la moratoria no es automática, 

sino que aplica en instancias de impago, en aquellos casos que la persona que alquila 

ha sufrido un impacto económico adverso como consecuencia del desastre y que no 

haya podido procurar asistencia para alquiler, de esta estar disponible. Este requisito 

se une a una penalidad por abuso del derecho que deberían fomentar que las personas 

que necesitan la asistencia puedan acogerse a ella.  Asimismo, el proyecto no cancela 

la deuda que pueda acumularse durante el período de emergencia, si alguno. En 

cambio, el proyecto propone elementos básicos para un plan de pago que permita a la 

arrendadora recuperar la renta no percibida sin colocar a la inquilina ante un nuevo 

riesgo de desalojo por impago. Estas condiciones intentan proteger el derecho a la 

vivienda digna de la persona inquilina, sin ignorar el impacto que esta medida pueda 

tener sobre los pequeños arrendadores al no recibir el canon de arrendamiento. 

En los últimos años, se han destinado a Puerto Rico distintas fuentes de fondos 

que podrían destinarse a asistencia de alquiler. Ayuda Legal Puerto Rico ha sido 

proactiva solicitando que estos fondos se utilicen para el pago de rentas. No obstante, 

en la mayoría de las instancias no se ha acogido la recomendación o, cuando se ha 

hecho, ya es demasiado tarde. Urge la acción del gobierno y la abogacía de todos los 

sectores para lograr que estos dineros se canalicen ágilmente. Esto aliviaría la situación 

de arrendadores que sí resulten afectados económicamente porque no cualifiquen para 

moratorias en sus propiedades, mientras que promovería la vivienda como una 

prioridad.  

A partir de la aprobación de la ley CARES, el Gobierno de Puerto Rico y los 

municipios elegibles recibieron unos 105 millones de dólares a través de la Subvención 

en bloque para desarrollo comunitario (CDBG), la Subvención para soluciones de 

emergencia (ESG) y el programa de Oportunidades de vivienda para personas con Sida 
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(HOPWA). Estos fondos permitieron que varios municipios, como Bayamón, Canóvanas, 

Guaynabo, Caguas y San Juan, establecieran programas de asistencia de alquiler para 

personas arrendatarias que habían sufrido un impacto económico adverso como 

consecuencia de la pandemia, por ejemplo la pérdida de su empleo. Además, el 

Departamento de Salud federal asignó unos $42 millones adicionales, a través de la 

Subvención en bloque para servicio comunitarios (CSBG), cuyo propósito es, en 

términos generales, aliviar la pobreza. Parte de estos fondos también se utilizaron para 

subsidiar asistencia de vivienda y alquiler. Finalmente, como parte de la Ley CARES, el 

Departamento del Tesoro federal estableció el programa de Asistencia de emergencia 

para alquiler (ERA) y asignó a Puerto Rico $325 millones para este propósito. Ayuda 

Legal Puerto Rico lideró los esfuerzos para que el gobierno solicitara esta última 

partida, que deberá, entendemos, administrarse a través del Departamento de 

Hacienda.  

La existencia de asistencia de alquiler debe promover recuperación justa ante 

desastres y lejos de ser óbice, debe servir para ilustrar la urgencia del presente proyecto 

de ley. Esta legislación sí reconoce la prioridad del derecho a la vivienda por reconocer 

que, ante un desastre, esta es un área de mayor vulnerabilidad.  

 

El estado de las hipotecas post desastre 

Puerto Rico atraviesa una crisis de ejecuciones de hipoteca sin precedentes. La 

austeridad, el aumento en la pobreza, la desigualdad, el impacto de los huracanes del 

2017 y la respuesta inadecuada del gobierno estatal y federal han puesto en peligro el 

derecho a la vivienda digna de quienes viven en el País. Las crisis no afectan a todas las 

personas por igual. Según datos publicados por el gobierno, a través de la Oficina del 

Comisionado de Instituciones Financieras, en Puerto Rico, entre el año 2017 a 

septiembre de 2020 se han ejecutado 12,788 residencias.9 Esto a pesar de la existencia 

 
9 OCIF, 2018-2020 Mortgage Delinquency Report, disponible en 
http://www.ocif.pr.gov/DatosEstadisticos/Datos%20Estadisticos/Mortgage%20Delinquency%20Repor
t.pdf 
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de moratorias obtenidas a través de logros de abogacía en Puerto Rico y los Estados 

Unidos, tales como las moratorias a las hipotecas subsidiadas federalmente tras el 

huracán María. 

Ayuda Legal Puerto Rico realizó un estudio de las demandas de ejecuciones de 

hipotecas presentadas entre el 28 de diciembre de 2019 (comienzo de los terremotos 

en el área suroeste) hasta el 31 de diciembre de 2020. En este periodo, realizamos 

monitoreo de 1083 presentaciones de ejecuciones de hipotecas. Para ser más puntual, 

entre el 28 de diciembre - fecha uno de los más grandes sismos que sacudió al sur- y el 

comienzo de la pandemia, se presentaron 862 nuevas demandas de ejecución contra 

familias en Puerto Rico. Esto equivale a 11 demandas diarias.  

Los hallazgos del estudio confirmaron que la amenaza al derecho a una vivienda 

digna no se detiene durante los desastres, en particular cuando la parte demandada es 

una mujer. El análisis demostró que un 78.1% de las ejecuciones de hipotecas 

identificadas incluía una mujer como parte demandada. Aún más impactante es que en 

un 27.3% de estos casos, la parte demandada consistía únicamente de mujeres.10 El 

aumento en las ejecuciones de hipotecas impacta de forma desproporcionada a 

mujeres, personas adultas mayores y aquellas con diversidad funcional, entre otros 

grupos.  

La falta de alternativas de viviendas accesibles y el desbalance de poder que 

afectan a cientos de miles en riesgo de perder sus casas nos pone en perspectiva de 

que lo que enfrentamos es una verdadera emergencia nacional. Ya hemos señalado la 

inversión significativa que hacen casi la mitad de las familias con hipotecas que pagan 

una tercera parte de su ingreso mensual a la institución financiera. En un país en quiebra, 

los desastres son un riesgo añadido que, junto a la incapacidad de dar un pago mensual, 

nos hace concluir que cerca de 1 de cada 5 personas que tiene una hipoteca 

actualmente está en riesgo de perder su casa, si reconocemos que el riesgo existe 

 
10 Ayuda Legal Puerto Rico, ¿Qué dicen las estadísticas sobre a quiénes afecta la crisis de hipotecas?, 
ayudalegalpuertorico.org, 8 de julio de 2020, https://www.ayudalegalpuertorico.org/2020/07/08/que-
dicen-las-estadisticas-sobre-a-quienes-afecta-la-crisis-de-hipotecas/ 
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desde el primer mes de impago. 11 Quien no pueda pagar este mes no podrá pagar el 

próximo. Este dato es cónsono con el que revela OCIF a septiembre del 2020, donde se 

establece que 98,693 personas se acogieron a moratorias porque no podían pagar la 

hipoteca. Esta cantidad es aproximadamente ⅕ parte de la cartera hipotecaria. 

Ausentes disposiciones protectoras, ¿qué alternativa hubiese quedado para esos 

hogares?  

El manejo de préstamos hipotecarios por parte de las instituciones financieras 

tras los huracanes Irma y María fue, cuando menos, confuso. Las moratorias ganadas a 

raíz de esfuerzos de abogacía solo aplicaron a hipotecas subsidiadas por el gobierno 

federal, mientras que la banca tuvo a su haber desarrollar los criterios y parámetros del 

arreglo disponible para las familias con hipoteca. De ahí que surgieran infinidad de 

quejas sobre personas que no sabían que sucedería con su préstamo, de personas 

sujetas a moratorias automáticas tanto en bienes muebles como inmuebles sin 

consentirlo o entender los parámetros, de información sobre inversionistas que 

alegadamente no debían y no habían aprobado la extensión de los préstamos o 

reclamos sobre el pago total de lo adeudado al final de la moratoria.12 Estas mismas 

preocupaciones revivieron en marzo del 2020, con el inicio de la pandemia. 

Esta vez el gobierno de Puerto Rico y el de Estados Unidos se movieron 

rápidamente para proteger los derechos de familias con hipoteca. Localmente y como 

parte de la Orden Ejecutiva relacionada al toque de queda y el cierre gubernamental 

por COVID-19, el gobierno anunció un paquete de medidas económicas que incluía una 

moratoria de 90 días en los préstamos hipotecarios. Por tratarse de una expresión 

desde el ejecutivo sin mayores detalles y en ausencia de ley, esta disposición fue 

 
11 https://www.ayudalegalpuertorico.org/2019/10/01/definicion-de-riesgo/ 
12 La legislatura tomó conocimiento de esto en junio del 2019, en las vistas públicas a raíz de la resolución 
1224 de la Cámara de Representantes. En aquel momento, la medida que contaba con apoyo tripartita 
buscaba establecer protecciones a los derechos de personas con hipoteca tras desastres, usando la 
experiencia fallida de los huracanes Irma y María. Véase Cámara de Representantes, Defienden los 
derechos hipotecarios de los consumidores, tucamara.org, 19 de junio de 2020, 
http://www.tucamarapr.org/dnncamara/web/InformacióndelaCámara/OfertasdeEmpleos/TabId/429/
ArtMID/1623/ArticleID/1599/Defienden-los-derechos-hipotecarios-de-los-consumidores-.aspx 

 

https://www.ayudalegalpuertorico.org/2019/10/01/definicion-de-riesgo/
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cuestionada inmediatamente por la banca, sumando a la confusión de las familias 

deudoras. 

Posteriormente, el 31 de marzo de 2020 la Gobernadora de Puerto Rico firmó la 

Resolución Conjunta 26 del 2020 que estableció una moratoria de pagos de hipotecas, 

indistintamente de la naturaleza del préstamo. La resolución aplicó a todo acreedor 

financiero, incluyendo a todas las instituciones bancarias o financieras autorizadas a 

hacer negocios en Puerto Rico, y les obligó establecer y ofrecer a las personas clientas 

o deudoras que así lo solicitaron una moratoria sobre los pagos a préstamos 

personales, préstamos de auto, préstamos hipotecarios y tarjetas de crédito en los 

plazos que vencieron en los meses de marzo, abril, mayo, junio, julio y agosto 2020.13 

Sin embargo, una vez agotada la moratoria de la R.C. 26, las personas con 

préstamos de la banca local quedaron expuestas a una ejecución de hipoteca por no 

haber logrado reanudar sus pagos ni acordar una opción de mitigación de pérdidas. En 

el caso de las moratorias federales, hemos sabido de casos en los que el banco ha 

cobrado la hipoteca a pesar de encontrarse en moratoria o no ha sabido explicar las 

alternativas de repago, lo que causa incertidumbre y desconcierto. Todo esto mientras 

se mantiene la declaración de estado emergencia por la pandemia.  

A través de la ley CARES el Congreso federal ordenó a las agencias federales 

que garantizan préstamos de hipoteca (FHA, Fannie Mae, Freddie Mac, Veteranos y 

Agricultura) a proveer opciones de  moratorias y repago.14  Aunque la Ley estableció la 

duración de las moratorias de pago y de desalojos hasta el 25 de julio de 2020, las 

agencias mencionadas las han extendido administrativamente hasta el 30 de junio de 

2021.15 Sin esta protección, que cobija a más del 60% de los préstamos hipotecarios en 

 
13 R.C. del S 26-2020, disponible en: 
http://www.ocif.pr.gov/MoratoriasOCIF/Documents/Resoluci%C3%B3n%20Conjunta%20%20RCS%202
6-2020%20.pdf 
14 Ley Cares, supra, Sec. 4022 (c). 
15 The White House, Press Release, Fact Sheet: Biden Administration Announces Extension of COVID-19 
Forbearance and Foreclosure Protections for Homeowners, 16 de febrero de 2021, 
https://www.whitehouse.gov/briefing-room/statements-releases/2021/02/16/fact-sheet-biden-
administration-announces-extension-of-covid-19-forbearance-and-foreclosure-protections-for-
homeowners/  
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Puerto Rico, serían miles más quienes se expondrían a acciones de ejecución 

hipotecaria. Para el presente y el futuro, hace falta una legislación protectora que no 

dependa de las agencias federales y que localmente priorice la vivienda impidiendo 

cualquier proceso de ejecución mientras dure la emergencia.  

 

Solicitud de apoyo 

No existe interés económico, promesa de autorregulación o de fiscalización, que 

se anteponga al derecho que tienen todas las madres y los padres a acostar a sus hijos 

en un hogar seguro; al derecho que tiene todo adulto mayor a saber que no tendrá que 

lidiar con una ejecución en las postrimerías de un huracán; al derecho de una comunidad 

asediada por terremotos, aún en espera de asistencia un año después y ahora sin 

trabajo o dinero, a no enfrentar desahucios mientras busca cómo recuperarse. 

El PC 488 tiene un homólogo en el Senado. El PS 199 también cuenta con 

coautores multipartitas y su lenguaje es prácticamente idéntico al proyecto ahora ante 

la consideración de esta Comisión. Este consenso es evidencia de que todas las 

personas conocemos o hemos experimentado cercanamente lo que significa quedarse 

sin vivienda tras un desastre. Exhortamos a los miembros de esta Honorable Comisión 

a apoyar y darle paso al Proyecto 488. 

 


